Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 15:06). 


—Antes que nada quiero informar que hay un asunto entrado que se ha repartido vía e-mail. 
Se trata de una carta del vicepresidente de la Corte Electoral, doctor Wilfredo Penco. 


Esta comisión especial que estudia la financiación y publicidad electoral de los partidos 
políticos tiene mucho gusto en recibir al doctor Daniel Chasquetti, que es conocido de todos nosotros. 
Además, sus análisis de carácter político tienen mucho prestigio y ha abordado temas de financiación 
de los partidos políticos que nos parecen relevantes. Sería omiso de nuestra parte no escucharlo. Creo 
que una de las cosas que debe hacer el Parlamento es escuchar cuando hay señales que nos 
preocupan, sobre todo, en la situación que se está dando en el vecindario de América. 


Seguramente los otros miembros de esta comisión irán llegando y los que no lo hagan 
podrán leer sus opiniones en la versión taquigráfica. Sin más, le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR CHASQUETTI.- Para mí es un honor estar aquí. Lo primero que quiero decir es desde dónde 
voy a hablar, porque durante los últimos diez años he escrito algunos artículos y varias columnas sobre 
el problema de la financiación de la política en el Uruguay y el tipo de legislación que tenemos con un 
tono crítico, inspirado en la idea de que nuestra democracia merecería tener un sistema un poco más 
eficiente. Soy de los que tienen una visión pesimista de este asunto. Así como la democracia es un 
sistema horrible pero es el mejor que conocemos, quiero que Uruguay tenga un sistema de 
financiamiento horrible pero que sea el mejor que conozcamos. Con esto quiero decir que considero 
que es imposible controlar el flujo de dinero hacia la política, pero pienso que podemos tener reglas de 
juego que generen incentivos para la transparencia y la rendición de cuentas. 


Los autores Baldwin y Cave escribieron hace un tiempo que el éxito de una legislación 
reposa en tres elementos: en primer lugar, promulgar la legislación apropiada; en segundo término, 
crear unidades regulatorias y normas para que esa legislación pueda ser aplicada y, en tercer lugar, 
implementar correctamente normas sobre las personas o grupos a ser controlados. A eso en inglés se 
le llama enforcement. 


Un buen enforcement debe generar sobre los participantes —los actores y los ciudadanos- el 
riesgo tangible de ser responsabilizados. En ese sentido, creo que nuestra legislación tiene algunos 
inconvenientes; contamos con una unidad regulatoria que tiene muchas dificultades y realmente 
tenemos un grave problema de enforcement, de aplicación. Por lo tanto, me parece que toda 
modificación a nuestro actual sistema deberá ser pensado desde esta perspectiva. Habrá que ver qué 
aspectos de la legislación y del ente regulatorio -que, en este caso, es la Corte Electoral- podemos 
mejorar y cómo hacemos más efectivo el enforcement. 


Uruguay tiene un sistema mixto de financiamiento: una parte es pública y la otra es privada. 
Sobre la parte pública no tengo ningún reparo; creo que es una herramienta extremadamente 
inteligente y eficiente, e inyecta el dinero de manera correcta en los distintos niveles de la estructura 
partidaria. No olvidemos que los partidos políticos que tenemos son muy descentralizados. El sistema 
da dinero a las fórmulas, a los candidatos al Senado, a los candidatos a la Cámara de Representantes 
y lo mismo ocurre en las elecciones departamentales. Además, los partidos están fraccionados, pero el 
sistema también encuentra la forma de darle el dinero a cada uno de los sectores. 


En definitiva, creo que no puede haber reparos acerca del financiamiento público y que no 
habría que tocarlo; en cierto modo habría que preservarlo porque es la garantía de que todos puedan 
hacer política. Los partidos con gente rica y los partidos con gente pobre se igualan frente al 
financiamiento público. 


La segunda parte -se trata de un sistema mixto- tiene que ver con que Uruguay admite el 
financiamiento privado y esto implica toda una serie de dificultades y problemas. ¿Por qué? Ante todo, 
porque tenemos una legislación que no establece topes a los gastos de campaña, es decir que los 
partidos pueden recaudar de manera infinita. 


Es cierto que hemos intentado acotar este sistema reduciendo el tiempo de las campañas lo 
que ha sido una decisión sabia—, pero por más que estas son más cortas los partidos siguen 
recaudando y no sabemos cuánto recaudan. 


Nos preguntamos si deberíamos establecer o no topes a los gastos de campaña. 
Normalmente, en los sistemas liberales donde se cree realmente en la libertad, establecer topes para 
los gastos de campaña es algo desagradable. No obstante, muchas veces este puede ser un elemento 
que contribuya a mejorar la igualdad en la competencia. 


El sistema permite a los partidos aceptar donaciones de privados y crea normas para eso. 
Cuando el Poder Ejecutivo envió el proyecto de ley, en el año 2009, se estableció un monto que luego 
el Parlamento modificó al alza; en número redondos pasamos de USD 24.000 a USD 36.000. Por 
supuesto que estas son estimaciones porque, como ustedes bien saben, todo esto se mide en 
unidades indexadas. Frente a esto creo que no hay reparos. El límite para la donación individual es una 
convención y los diferentes partidos se tienen que poner de acuerdo. El problema no es el monto en sí 
mismo sino controlar que se cumpla con ese monto. 


Las donaciones deben ser siempre nominativas, salvo aquellas que realizan los militantes y 
que no pueden superar el 15 % del total de la recaudación. Aquí aparece el mismo problema para 
saber si lo que estamos validando como donación anónima en realidad lo es y, en ese sentido, me 
parece que la legislación también deja un hueco. 


Sin embargo, este no es el problema central, que tiene que ver con cómo se donan otro tipo 
de cuestiones como, por ejemplo, la donación en especias. Si yo tengo un canal de televisión puedo 
donar segundos y eso normalmente no queda registrado. En el mundo las donaciones en especias se 
registran; se obliga a los partidos a que las registren. Por ejemplo, si una radio me dona una tanda 
publicitaria, yo tengo que decir que recibí esa donación y tengo que hacer una estimación de cuánto 
obtendría el partido por esa donación. 


La legislación también permite que los partidos reciban aportes de empresas que, a su vez, 
reciben estímulos para hacerlo. Las leyes del sistema tributario que tenemos admiten la posibilidad de 
que las empresas destinen una pequeña porción del dinero que pagarían como impuestos a la 
donación a distintos emprendimientos u organizaciones, entre ellas los partidos políticos. En ese 
sentido, me da la impresión de que cuando las empresas donan, los partidos políticos necesariamente 
están obligados a entregar un recibo. Tengo la sospecha de que lo que hoy conocemos a través de las 
declaraciones juradas son esas donaciones y que los empresarios solicitan a los partidos que les 
emitan un recibo. Las empresas necesitan que los partidos les den un recibo para presentarlo como 
evidencia de adónde fue a parar el dinero que no se utilizó para pagar impuestos si son controladas por 
la DGI. 


La ley también admite que empresas contratantes del Estado puedan donar, pero yo creo que 
ese es un problema porque genera un estímulo muy fuerte para que las empresas le donen al partido 
que gobierna, ya sea a nivel departamental o nacional. 


Por otra parte, todos estos flujos de dinero tienen que quedar asentados en un libro real, 
material. Esa es una formulación corriente de la legislación, aunque obviamente hoy en día eso se 
hace con medios digitales. No obstante, me parece que el registro del ingreso y el egreso del dinero de 
los partidos políticos deberían seguir criterios similares a los de las empresas o que deberíamos tener 
un conjunto de normas parecidas a las que la DGl aplica a las empresas privadas. Hoy no existe nada 
de eso. Ni siquiera sabemos si cada partido tiene su libro de registro. ¿Por qué lo tiene una empresa? 
Porque si una empresa sale sorteada la DGl puede mandar una inspección, pero los partidos políticos 


y el ente regulador de esos flujos de dinero y de esa contabilidad no tienen inspecciones; entonces, 
acá necesariamente tenemos un problema de aplicación. 


Desde el punto de vista del control que se tiene sobre el dinero que viene desde el mundo 
privado, deberían modificarse algunos aspectos que me parecen sustantivos. Creo que deberían 
prohibirse las donaciones de las empresas que son contratistas del Estado, que tendría que aplicarse 
una normativa similar a la que utiliza la DGl para controlar a las empresas a fin de que los movimientos 
de los fondos puedan ser controlados y que el ente regulador debería tener algún tipo de fiscalización 
sobre esos registros. 


Como verán, la legislación tiene problemas, pero también los tiene el ente regulador. La Corte 
Electoral no es un organismo que esté preparado para ello. En el proyecto original del año 2009 el 
Poder Ejecutivo había propuesto que esa responsabilidad recayera sobre el Tribunal de Cuentas. Estoy 
convencido de que dicho tribunal hoy en día no tiene las condiciones necesarias como para cumplir 
con esta tarea y que tendríamos que pensar en crear una nueva institución. Sé que a los partidos 
políticos les cuesta mucho crear nuevas instituciones porque la ciudadanía inmediatamente piensa que 
se está aumentando la burocracia y el gasto público. 


Sin embargo, creo que esto es una inversión en calidad democrática y aclaro que no estoy 
pensando en un organismo o un ente demasiado grande, sino que aquí lo que necesitamos es una 
pequeña DGI que tenga la capacidad de fiscalizar y controlar lo que declaran los partidos. En ese 
sentido, imagino un organismo compuesto por pocas personas eficientes, que utilicen sistemas de 
random, es decir, de sorteo para decidir a quiénes analizan. Cuando miramos las declaraciones 
juradas, vemos que no son solamente cinco o seis —o sea, una por partido—, sino que hay más de 
quinientas. ¿Por qué sucede esto? Porque tenemos muchos agentes; al dar el dinero a la fórmula 
presidencial, a los candidatos al Senado o a la Cámara de Representantes con el financiamiento 
público, estamos estableciendo agentes que lo que hacen es recaudar y gastar dinero privado. 
Podríamos hablar de más de quinientas pequeñas empresas y ese ente debería controlarlas. Está 
claro que no tendría que hacerlo con todas, sino que debería haber un sorteo y por eso no se necesita 
una institución excesivamente grande. 


Hay quienes dicen que quizás podríamos resolver esto con la Corte Electoral, dándole más 
recursos. Quiero recordarles que este organismo, a diferencia de lo que ocurre en otros países, ya está 
sobrecargada de tareas porque es el tribunal electoral y, al mismo tiempo, el servicio que organiza las 
elecciones. Por ejemplo, el domingo pasado hubo elecciones en Chile y allí ambas funciones están 
diferenciadas porque hay un servicio electoral que se encarga de la organización y el cuidado del 
padrón electoral y la justicia electoral que es la que falla sobre las diferencias entre los competidores. 
En nuestro país, la Corte Electoral reúne las dos funciones y eso está establecido en la Constitución. Al 
agregarle la responsabilidad de hacerse cargo de regular el sistema de financiamiento, estamos 
sobrecargando a una institución que no tiene los recursos ni las capacidades desarrolladas para esto. 


Tal vez el Tribunal de Cuentas tenga más de capacidades y fortaleza institucional, pero esto 
también implicaría agregarle tareas a un organismo que es especializado y cuyas funciones están 
definidas en la Constitución. Por lo tanto, me inclinaría a constituir un nuevo organismo especializado 
en controlar los flujos de dinero. 


En tercer lugar, en cuanto al problema del enforcement y a lograr que todos cumplan, hay 
mucho debate académico y han escrito libros sobre cómo lograrlo. Normalmente hay dos estrategias 
para que los actores o los ciudadanos cumplan con la legislación. La primera de ellas es estimular el 
cumplimiento y para ello muchas agencias de los gobiernos dan premios a quienes cumplen o, si 
pagan en fecha, se les hace una rebaja. Premiar el cumplimiento es una estrategia. La otra es la 
disuasión, el castigo. He visto que en algunos sistemas se privilegian ambas estrategias y, por ejemplo, 
para que la disuasión funcione tiene que haber un sistema de castigos que comiencen con la 
persuasión, luego con la advertencia, en tercer lugar con la sanción civil, luego con la penal y, 
finalmente, terminen con la supresión de la licencia. Nada de esto está en nuestra legislación y para 
que el enforcement funcione correctamente debe haber un sistema de costos para aquellos que no 
cumplan la ley. Es cierto que en uno de los artículos se establecen algunas pequeñas penas pero, en 
realidad, necesitamos un enforcement real. 


En Bolivia, por ejemplo, al partido de Banzer le terminaron sacando el nombre, o sea que los 
que estaban al frente se quedaron sin el partido porque no cumplieron con el sistema de financiamiento 
y estoy hablando de Bolivia, que es un país que no se caracteriza por tener una institucionalidad muy 
refinada. Sin embargo, allí ocurren ese tipo de cosas. 


México es otro caso que tampoco se caracteriza por tener una experiencia, una trayectoria 
institucional y democrática muy emblemática. En las campañas todo el tiempo ocurre que el IFE, ahora 
INE — Instituto Nacional Electoral—, multa a los partidos. Inclusive, ha llegado a aplicar multas de varios 
millones de dólares, como es el caso del PRI. 


El hecho de aplicar multas genera la sensación de que se está vigilando, se está 
controlando. Sin embargo, nada de eso hace hoy la Corte Electoral y nada de eso puede hacer. Si se 
va a pensar en una reforma del sistema, también debería tenerse en cuenta el enforcement. Pueden 
pensarse aspectos de disuasión como, por ejemplo, decir que a los que cumplan se les pueden 
aumentar los plazos para hacerse del dinero público. Puede buscarse un conjunto de estímulos, pero 
realmente la base de todo esto es la idea de que los partidos pueden ser penados. 


Para cerrar mi intervención quiero señalar, en primer lugar, que necesitamos una legislación 
apropiada. Lo que tenemos presenta dificultades, tiene algunos problemas. 


En segundo término, necesitamos una buena unidad reguladora. Lo que tenemos es, 
francamente, malo e inapropiado. 


En tercer lugar, necesitamos implementar normas que generen sobre las personas o, en este 
caso, sobre los partidos la sensación de que están siendo controlados. Para ello es preciso contar con 
un sistema de estímulos al cumplimiento y de disuasión a la falta o al incumplimiento. 


Esto era cuanto quería manifestar. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias. No sé si algún miembro de la comisión tiene interés en plantear 
alguna pregunta. 


SEÑORA XAVIER.- Gracias, señor presidente. Gracias al profesor Chasquetti por esta exposición. 


Quisiera preguntarle acerca de dos asuntos específicos porque, de alguna manera, estamos 
viendo el financiamiento, la transparencia, nuevas normas que ayuden a regular esto que es tan 
importante para nuestra democracia. Es relevante para las democracias a nivel mundial, pero para la 
democracia del Uruguay en particular el cuidar a los partidos es, sin duda, una contribución sustantiva. 


A su vez, estamos viendo el tema de la publicidad, que también se mezcla porque el dinero 
está vinculado a muchas de las cosas que tienen que resolver los partidos políticos para mejorar la 
comunicación con los ciudadanos. Debemos lograr la transparencia sobre estas cosas. Hay momentos 
en que la política no cotiza tan bien como en otros. Algunos estudios reflejan que en el Uruguay en el 
último tiempo se ha perdido la valoración que históricamente ha existido sobre los partidos políticos, 
aspecto que lo ha destacado por encima de otros países de la región. A este respecto, me interesaría 
saber puntualmente algunas cosas. 


Siempre he trabajado en función de que el 52 % de la población tenga una mejor 
representación en aquellos lugares donde se deciden las cosas y considero que en los partidos 
políticos y en todo lo que tiene que ver con las responsabilidades que los políticos asumimos hay una 
subrepresentación notoria de las mujeres. 


Cuando se creó la ley anterior, que luego se desechó, se tuvo la idea de otorgar algunos 
estímulos —de los que hablaba Chasquetti—, por ejemplo, cuando se incorporaran más mujeres en las 
listas y no generar ese plus económico en aquellas que no incluyeran a tantas mujeres. 


Es cierto que ahora hay varios debates simultáneos. En la Comisión de Constitución y 
Legislación tenemos a consideración dos proyectos de ley. Uno de ellos es el presentado por la señora 
senadora Montaner, que propone extender por un período más la ley que rigió en el año 2014 y en 
2015. Es paradójico que esto suceda en Uruguay, con su valoración democrática. Lo menciono porque, 
si en algún lugar del país o en el exterior, uno dice «la ley que favorece la participación de las mujeres 
rigió por un período», la gente no puede entenderlo. La verdad es que en la negociación política se ven 
los resultados de estas cosas. El otro proyecto de ley a consideración de la Comisión de Constitución y 
Legislación es el de paridad. Me gustaría conocer la opinión del doctor Chasquetti sobre un planteo de 
esta naturaleza. 


Con relación al tema de la publicidad, entiendo que se podría avanzar en el tema porque es 
uno de los gastos más importantes que los partidos tienen en cada instancia electoral. Uno de los 
temores que siempre existen es que, si se condicionan el tiempo o el mecanismo por el cual se 
calculan los minutos en televisión, haya determinada respuesta de los canales en el sentido de que en 
los espacios no contratados se reduzca la participación de esos representantes políticos. Si hablamos 
en plata —nunca mejor dicho—, quien no contrata minutos de televisión, no tiene los mismos beneficios 
para salir en un programa de opinión sobre diversos temas o en un informativo. Hay países que han 
legislado al respecto, como ltalia donde rige la par condicio. 


Al respecto también sería bueno escuchar una valoración de parte del doctor Chasquetti, en 
tanto creo que en este período se dará la instancia de legislar y superar los consensos obtenidos en la 
ley anterior. Para ello todas estas cosas, por lo menos, deben estar arriba de la mesa. 


Obviamente sería muy bueno tener una Corte Electoral —justamente el doctor Chasquetti hizo 
referencia a sus competencias— que, por un lado pudiera ser la máxima autoridad, inapelable en 
materia de justicia electoral, pero por otro disponer de algo que hiciera más dinámica la organización 
de las diversas instancias electorales. Obviamente, a mi juicio, esa es una de las limitantes, pero hay 
otros que dicen que no lo es. Sin embargo, en la medida en que la Constitución regula tan 
detalladamente todas las competencias de la Corte Electoral, creo que eso no se logra si no es con 
una reforma. 


SEÑOR CHASQUETTI.- En el año 2009 el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo tenía un 
artículo que establecía que si había listas que incorporaban a los dos sexos entre los tres primeros 
obtenían un beneficio, pero fue eliminado por la comisión especial que trató esta iniciativa. 


Ese es un problema de preferencias que tiene que ver con la negociación política. Para mí fue 
una forma ingeniosa de matar dos pájaros de un tiro, es decir, por un lado, regular el financiamiento y, 
por otro, favorecer la participación de las mujeres. 


No hubo acuerdo en ese momento y me parece correcto que se vuelva a insistir en el tema. 
No voy a hacer una valoración del instrumento. Creo que está bien si se considera así, en tanto puede 
ser una buena forma de resolver dos problemas en uno. 


Con respecto a la publicidad, hay de todo en el mundo. Hay países que la eliminaron y 
crearon franjas institucionales donde el Estado impone su poder sobre las ondas y les dice a los 
permisarios que usará determinadas franjas. ¿Para qué? Para que los candidatos del sistema 
democrático expresen sus ideas y hagan campaña. Ese sistema funciona en muchos lugares. Es una 
opción. Con eso se achica el dinero que se mueve en las campañas, sin duda. Cuando reviso los 
números, a veces me da la sensación de que el financiamiento público a los partidos termina siendo un 
financiamiento indirecto a los canales, porque los partidos tienden a gastar la mayor parte del dinero en 
publicidad en televisión. Entonces, es un buen negocio tener un canal de televisión porque uno sabe 
que cada cinco años va a recibir una inyección de dinero muy grande, millonaria en dólares. Hay 
estimaciones; algunas hablan de USD 10:000.000, pero no me voy a meter con las cifras. En este caso 
también hay un problema de preferencias de los legisladores. Lo que digo es que si se opta por un 
camino o por el otro, la legislación debería estar en condiciones de controlar la opción que se escoja. Si 
se decide eliminar la publicidad en televisión, generaría una serie de problemas con los canales, con 
Andebu. En todo caso, es una negociación que los partidos deberán hacer y asumir. 


Respecto a la posibilidad de ser penados, el riesgo está; los permisarios tienen absoluta 
libertad para establecer sus líneas editoriales, formular la programación. No obstante, puede haber un 
acuerdo entre los partidos en el que se establezca un mecanismo similar al que hay en Argentina, en 
Brasil o en Chile, con un horario central en el que cada sector tenga su espacio, etcétera. 


En cuanto a la publicidad encubierta, muchos noticieros terminan aceptando el famoso 
«periodista en las sombras». Supongo que todos los senadores entienden de lo que estoy hablando. 
En cada campaña electoral se genera un resumen de lo que hizo el candidato durante el día, se manda 
a los canales y estos lo pasan tal cual viene. Eso es una publicidad encubierta; no es una cobertura del 
medio sino que retrasmiten lo que hace un candidato. Eso debería estar prohibido, controlado o 
negociado con los canales, con la APU. La APU está en desacuerdo con que se obre de ese modo, 
pero todos sabemos que es una asociación de periodistas. Los canales de televisión están dirigidos por 
gerentes que no sé si integran la APU. Lo cierto es que ese tipo de cosas genera trampas porque 
rompe la igualdad en la competencia, ya que se puede favorecer a un candidato pasando todo lo que él 
quiere. Pero eso es hilar más fino; creo que tenemos tareas más grandes y gruesas que tienen que ver 
con controlar el gasto, lo que se recauda. 


SEÑORA XAVIER.- La ley italiana hace referencia a esos otros espacios —como, por ejemplo, los 
informativos—, que no son los publicitarios habituales en los cuales aparecemos los políticos, 
justamente para que no se tomen decisiones como a las que hacíamos referencia, es decir, cuando un 
partido no contrata, no se privilegia a ese partido en los espacios informativos o en otro tipo de 
espacios de la programación habitual del canal. 


SEÑOR CHASQUETTI.- Repito que eso es hilar fino, pero no está mal. 


Recuerdo que en la campaña electoral de 2009 el señor senador Mujica era el candidato más 
popular y los canales se aprovecharon de eso. La gente quería ver a Mujica, entonces le hacían una 
entrevista, la dividían en tres partes y pasaban una en cada bloque. ¿Por qué hacían eso? Para tener 
más audiencia, pero al mismo tiempo estaban beneficiando al señor senador Mujica porque tenía más 
exposición. ¿Cómo se regula esto? No es sencillo. Además, también está en juego la política editorial 
del canal. 


En ese sentido, creo que se puede pensar, discutir y encontrar soluciones, pero quiero 
recordarles a los señores senadores que se les presentan problemas más importantes para resolver 
que tienen prioridad, como el control, el enforcement, el ente regulador y el control del financiamiento 
privado. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Saludo la presencia del profesor Chasquetti. 


Quiero decir que me ha tocado recibir al profesor Chasquetti en otras instancias -que ha 
hecho estudios empíricos de investigación de campo del trabajo parlamentario—para discutir la 
eficiencia del funcionamiento del Parlamento. 


Asimismo, quiero aprovechar la ocasión para dar algunas ideas sobre un tema que realmente 
me apasiona, por lo que lo he estudiado y seguido en muchas oportunidades. Considero que el sistema 
político-electoral que tiene Uruguay, en términos relativos, es de los mejores de América Latina. Creo 
que es el más garantista y que apunta al fortalecimiento de los órganos político-electorales y de los 
partidos políticos en ámbitos en los que la democracia y los ciudadanos se expresan. Debo decir que 
conozco bastante la legislación, la experiencia y la práctica política en América Latina, y eso me ha 
hecho llegar a esta conclusión. Por otra parte, me ha tocado exponer en muchos lugares sobre nuestra 
experiencia, y debo decir que muchas personas que están fuertemente vinculadas a partidos políticos 
de otros países quedan sorprendidas al conocer un sistema eficiente, ya que resuelve problemas que 
ellos no pueden resolver. Y uno de ellos es la multiplicidad de partidos. En las elecciones pasadas de 
Haití, por ejemplo, hubo más de setenta candidatos a la presidencia, lo cual demuestra que hay una 
ausencia de legislación. Es un caso extremo, pero existe. En otros lados hay una afluencia y una 
abundancia de partidos políticos que hace que se atomice el funcionamiento de la organización 
política. 


Debo decir que me ha tocado trabajar activamente con todos los partidos políticos en la 
reforma constitucional de 1996. En esa ocasión, en la Cámara de Representantes expresé que estaba 
a favor de la reforma, pero que votaba en contra por disciplina partidaria. Lo pueden leer en la versión 
taquigráfica de la sesión en la que se votó la reforma por sesenta y seis votos afirmativos, creo que de 
los Partidos Nacional y Colorado. Hoy en día conservo todo el detalle de la historia de la reforma 
constitucional porque la viví. El Frente Amplio participó; incluso, durante un período prolongado acordó 
el balotaje y puso doce condiciones de las cuales se cumplieron once y media —que están incorporadas 
a la Constitución—, como que hubiera candidatos únicos a la presidencia, doble voto simultáneo, 
elecciones primarias en las que se eligen candidatos únicos y elecciones primarias obligatorias para 
todos los partidos políticos que tengan un candidato. 


Por otra parte, quiero señalar que cuando se modifique el sistema político uruguayo —donde 
lo referente a los partidos políticos es simplemente un aspecto— no se debe partir de la base de que 
tenemos una experiencia mala o llena de inconvenientes. Por el contrario, si lo comparamos en 
términos relativos —-como sucede con todo lo político—, podemos ver que tiene muchísimos elementos 
positivos que deben ser preservados. 


Voy a poner el ejemplo de la separación de las elecciones municipales de las nacionales, que 
fue un tema arduamente discutido en la reforma de 1996 y fue la que primó. En realidad, todas las 
propuestas que hoy se manejan ya fueron estudiadas en aquel momento; se pueden plantear otras, 
pero estarán sujetas a las distintas opiniones que pueda haber al respecto. En este sentido, quiero 
recordar a Justino Jiménez de Aréchaga que decía que quienes promueven las reformas 
constitucionales, fundamentalmente las relacionadas con la política, lo hacen con la aspiración de 
mejorar su correlación de fuerzas en el poder. 


Termino diciendo que conozco mucho el sistema de México porque estuve varias veces 
como observador electoral a nivel nacional, de partidos e, incluso, estadual. En ese país gobernó 
durante setenta años el PRI y el sistema que funcionaba prácticamente para todo era el del «dedazo», 
que consistía en que el presidente de la República saliente marcara al que le seguía. Esto sucedió 
hasta la elección de 2000 en la que el presidente saliente, Ernesto Zedillo, dijo —incluso estuve en esa 
reunión— que no iba a insistir más con el «dedazo». En esa oportunidad perdieron las elecciones y es 
por eso que Zedillo es mal visto en el PRI, porque se lo ve como quien provocó la derrota, a pesar de 
que hoy, después de doce años, volvieron a ser gobierno. Ahora bien, esto tuvo como consecuencia la 
democratización de un sistema político electoral. Ellos reconocen que todavía tienen muchas carencias 
pero, de todas maneras, mejoró. 


Además, México tiene una frondosa legislación, hasta quizás excesiva, porque legislan hasta 
los detalles. Simplemente voy a mencionar un aspecto, que es el manejo de la televisión, que en las 
campañas electorales y en los procesos políticos es un elemento absolutamente esencial y definidor, y 
si cabe alguna duda, basta con ver lo que pasó en todo el proceso reciente que se vivió en Brasil, que 
es simplemente un ejemplo, porque sucede en prácticamente todos lados. 


No estoy proponiendo el sistema mexicano, pero lo quiero dejar planteado. El Instituto Federal 
Electoral es el organismo que legisla... 


SEÑOR CHASQUETTI.- Me parece que es el INE. 
SEÑOR BARÁIBAR.- Creo que es a nivel departamental. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito al señor senador Baráibar que vaya terminando. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Pido al señor presidente que no me haga gestos porque no corresponde. El 
presidente me tiene que amparar en el uso de la palabra y no intentar coaccionarme. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No lo estoy coaccionando, señor senador... 


SEÑOR BARÁIBAR.- Quiero decir algo que me parece fundamental. En México, la legislación 
establece que la contratación de la televisión la hace el órgano electoral. El órgano electoral es el que 
contrata con todos los canales de televisión, con tarifas fijas, con criterios establecidos, y con 
distribución de tiempos pagos y no pagos en función de los partidos. El órgano electoral es un órgano 
colectivo, integrado por mayorías y minorías. Los partidos políticos contratan en el organismo electoral 
—que es algo público, notorio y demostrable— el tiempo que ellos quieren. Se establece un tiempo 
mínimo y luego hay un tiempo opcional en función de lo que paguen. Esto evita que se contrate un 
espacio y haya tres espacios asignados sin que nadie lo controle. El que contrata con todos los canales 
de televisión es directamente el instituto electoral. Esto está designado para la televisión; se puede 
pensar para otros medios de publicidad. Evidentemente, el televisivo en definitiva es el gran medio de 
comunicación que marca en muchos la impronta de la campaña. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias, señor senador, por la comprensión. Simplemente, el 
presidente no le está haciendo ningún gesto. Como tenemos un invitado, queremos escuchar su 
opinión. Sé que el senador Baráibar tiene interés y ganas de hablar, lo cual es bienvenido, pero lo 
recibiríamos otro día con mucho gusto. La cuestión radica en aprovechar la instancia de la visita del 
doctor Chasquetti para preguntarle algunas cosas. 


SEÑOR CHASQUETTI.- A pesar de que fue muy larga la intervención del senador, remarcó al final de 
la misma el tema de lo que hizo México, es decir, algo así como el camino del medio. O sea, un camino 
es no regular nada con respecto a la televisión, que es lo que hoy nosotros tenemos. El único límite es 
el mes de campaña que, inclusive, no se controla porque todos arrancan antes anunciando los actos y 
emitiendo los jingles. Otro camino es prohibir la publicidad en televisión creando franjas de horarios y 
repartiendo el espacio. Eso lo hacen, por ejemplo, Brasil, Chile y Argentina. México va por el camino 
del medio a través del IFE, que ahora se transformó en un instituto nacional porque también abarca a 
los estados. Hace dos o tres años que cambió su denominación. Entonces, el IFE tiene el monopolio 
de la contratación en televisión. ¿Qué se logra con ello? Que todos compren al mismo precio. Es una 
solución bastante inteligente y se evita que haya donaciones en especies que no se declaren. También 
lo hizo Costa Rica. Es una medida que también puede ser valorada, pero es un problema de 
preferencias y de correlación de fuerzas. 


SEÑOR MIERES.- Quiero hacer dos consultas. Creo que está bien lo que dice el doctor Chasquetti con 
respecto a que el centro de la cuestión está en cómo se controlan las contribuciones y las donaciones, 
es decir, los gastos y el presupuesto de campaña. También es cierto que hay cuestiones laterales 
vinculadas con los medios de comunicación que son relevantes, a las que agrego dos más, sobre las 
que me gustaría escuchar la opinión del doctor Chasquetti. Una tiene que ver con el sistema de 
impresión y distribución de hojas de votación, que en el Uruguay es un componente relevante del 
presupuesto de campaña. Me gustaría saber si es un sistema particularmente original del Uruguay y si 
hay en el mundo algún sistema donde cada partido imprime el instrumento de votación y luego se 
encarga de distribuirlo al votante. En ese sistema el organismo electoral no es el que en definitiva 
garantiza la existencia del instrumento de votación. A lo sumo, coloca las hojas que los partidos le 
entregan unos días antes, en los circuitos. Tampoco se encarga de controlar que haya existencias 
durante toda la jornada electoral de dicho instrumento de votación, lo cual pasa a ser potestad de los 
partidos. ¿Eso existe en algún lugar del mundo? También me gustaría saber si existen los puestitos 
con gente -que a veces pueden no estar en caja, y, por lo tanto no aportan— entregando hojas de 
votación. Muchas veces es casi imposible para los partidos cumplir con la tarea de registrar a centenas 
de personas que trabajan durante algunos días. Desde la perspectiva del financiamiento de campaña, 
¿Qué alternativas hay al respecto? Y el otro tema es qué hacemos con las encuestas, porque también 
son publicidad. ¿Qué pasa si esas encuestas tienen precios diferenciales por partidos? ¿Qué pasa si 
esas encuestas, que tienen contratos con los medios de comunicación, direccionan la información 
sobre quién está primero, quién está segundo y cuántos puntos tiene cada uno? Lo planteo porque uno 
a veces encuentra resultados sorprendentes. 


SEÑOR CHASQUETTI.- Estoy convencido de que la hoja de votación es una institución en sí misma y 
me costaría mucho imaginarme que el sistema político uruguayo la sustituya. Desde la Constitución de 
1830 Uruguay optó por votar listas de candidatos. La primera elección, entre Lavalleja y Rivera, fue con 
listas. Siempre tuvimos listas. 


SEÑOR MIERES.- La lista es una cosa y la hoja de votación es otra. 


SEÑOR CHASQUETTI.- Exacto. En los sistemas europeos parlamentaristas, que tienen partidos 
fuertes y listas cerradas y bloqueadas, el organismo electoral imprime las hojas de votación, de 
acuerdo con el diseño que le da cada partido. En Alemania o en Inglaterra, cuando el elector va a votar 
encuentra las listas de los partidos impresas de una manera muy prolija. En ese sentido, se utiliza un 
sistema muy similar al uruguayo, pero en lugar de que los partidos distribuyan las listas, el propio 
organismo a cargo de la elección garantiza que en cada circuito estén las listas. 


Lo que ocurre es que en Uruguay la hoja de votación empezó a cumplir otra función. Se 
sustituyó el volante por la hoja de votación. Hoy la hoja de votación se tira por debajo de la puerta, 
como antes se tiraba el volante. Entonces, la hoja de votación está siendo utilizada con otros fines. 
Esto es así. 


Cuando en 2004 trabajaba en la empresa Radar, hicimos una pregunta tratando de saber 
cuánta gente llevaba la hoja de votación desde su casa. Y encontramos que aproximadamente el 60 % 
de los ciudadanos llevan la hoja de votación, es decir, no la buscan en el cuarto. Esto indica que los 
partidos con mayor organización van a tener mejores posibilidades de llegar al ciudadano. Es un 
sistema que premia la organización partidaria y que castiga a los sectores débiles. Necesitamos tener 
militantes para poder distribuir. 


Ahora bien, en los últimos diez años se ha optado -y es algo que veo con preocupación- por 
sustituir al militante por un trabajador contratado. Entonces, nos encontramos con que muchos chicos — 
porque son normalmente gente joven—- que distribuyen hojas de votación en 18 de Julio y en las 
principales avenidas están trabajando; ni siquiera votan al partido por el que están distribuyendo. Esa 
es una novedad. Los partidos tienen más dificultades para tener militantes 24 horas repartiendo listas y, 
por lo tanto, acuden a este mecanismo. Y esto nos genera nuevos problemas. El riesgo de tener una 
persona trabajando de manera informal, en negro, es grande; estoy de acuerdo. Pero creo que hay que 
encontrarle soluciones. Yo no me inclinaría a eliminar la hoja de votación. Tal vez se podría pensar en 
algún sistema centralizado de impresión y que la distribución la haga el organismo electoral, pero 
pregunto: ¿la Corte Electoral podría hacer eso? Es complicado, realmente. 


Por lo tanto, me parece que es un tema complejo. Admito que es un costo grande, que castiga 
a los partidos pequeños —no hay duda de eso, ya que fue pensado así- porque fue pensado para 
mantener el monopolio de los grandes partidos y de los grandes sectores, y con eso se han movido a 
lo largo de más de un siglo los partidos políticos. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Antes de que pase a otro tema, ¿se trata de un sistema de lista cerrada o 
abierta? 


SEÑOR CHASQUETT!I.- Cerrada; absolutamente. 


Cuando yo decía fuera del país que era una institución era porque en 2009 contamos el 
número de candidatos a la elección legislativa y nos daba más de 13.600 candidatos para 130 cargos; 
no existe otro caso en el mundo que en un ratio de 2:000.000 de votantes haya 13.000 candidatos. Eso 
nos está indicando que los partidos políticos están enraizados dentro de la sociedad y la hoja de 
votación es un indicador de ese enraizamiento. 


Por otra parte, cuando comienzan a distribuirse las hojas de votación, una vez que la gente 
agarra la hoja empieza a buscar conocidos. Por eso se ha convertido en una institución de carácter 
cultural, porque agarramos la lista —sobre todo las más clásicas— y empezamos a mirar. Es cierto, no lo 
hacen todos los ciudadanos, pero son cosas que hay que tener en cuenta, que funcionan de ese modo, 
que son familiares y hacen a la democracia uruguaya. Yo pensaría realmente antes de tocar la hoja de 
votación qué tipo de impacto tendremos. Al respecto no tengo una opinión absolutamente formada 
sobre esto porque nunca pensé que me harían una pregunta de este tipo, pero como tiendo a ser 
conservador, creo que antes de tocarlo tenemos que pensar un poco. Les digo más, hasta pensaría en 
subvencionar públicamente la impresión de las listas antes de tocarlas, pero este es un pensamiento 
en voz alta. 


Con respecto a las encuestas, quiero decir que estoy en contra de que se prohíba la 
publicidad de encuestas y a favor de que se busque un modo de controlar su calidad, pero para eso 
necesitamos entes reguladores. Por ejemplo, el INE puede hacer sorteos de encuestas: Cifra hace 10 
encuestas; Equipos, 10; Radar, 10; Factum, 10, de las 40 encuestas, sorteamos 8 y miramos que estén 
los formularios, que esté la muestra y que nos muestren la ponderación que aplicaron; eso puede 
hacerse. Yo estoy en contra de prohibirlas, porque si lo hacemos se van a filtrar, principalmente en 
estos tiempos en que hay internet. Entonces, lo que hay que buscar es que las encuestas pasen por un 
control de calidad para evitar que alguien las invente. Si alguien sale a dar publicidad al resultado de 
una encuesta debe saber que puede ser fiscalizado. Deberíamos pensar quién puede hacerlo; se me 
ocurre que puede ser la Universidad de la República, el INE o alguna institución que ustedes creen, 
aunque generaría más gasto público, pero puede pensarse. Con las encuestas hay que ver el tema de 
la calidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acá hay dos temas, uno de ellos muy importante, como es la transparencia de 
la financiación de los partidos políticos, que es, quizás, la principal preocupación. Después veremos 
cómo generamos la igualdad de oportunidades en lo que pueden ser los recursos públicos y privados, 
a los efectos de tener esa oportunidad en los distintos medios de comunicación. Pero la financiación de 
los partidos políticos y su transparencia es lo que más me preocupa. 


Participé en la elaboración de la Ley n.* 18.485, de 2009, y recuerdo lo dificultoso que fue 
llegar a ese lugar. Creo que después de dos elecciones estamos en condiciones de avanzar mucho 
más de lo que se pudo avanzar. Algunos comentarios realizados por el señor Chasquetti me parecen 
de recibo. 


No puede haber contribución anónima alguna a los partidos políticos, ni siquiera en la 
posibilidad de hacer cócteles de recaudación, pues esa sería una manera de disfrazar contribuciones 
que son más institucionales que otra cosa. Por lo tanto, consideramos que debemos terminar con las 
contribuciones anónimas. 


De ninguna manera se puede aceptar que gente que tiene concesiones en el Estado pueda 
contribuir a los partidos políticos; hasta ahora, ello estaba prohibido para los concesionarios de obras 
públicas y no de servicios públicos. Pienso que debemos ser radicales y cuidadosos en el sentido de 
que, por medio de sus autoridades o miembros del directorio, se realice la misma contribución que 
institucionalmente no hizo el empresario. Reitero que debemos tener cuidado con estas cosas sobre 
las que podemos avanzar y mucho. 


Coincido con el doctor Chasquetti en que existe una casuística y vericuetos que de alguna 
manera se utilizan para generar contribuciones que son muy difíciles de poder prever; de todas 
maneras, me parece necesario avanzar mucho más de lo que se avanzó en esa instancia como para 
poder transparentar. 


Con respecto al ente regulador confieso que soy uno de los que siente pavor por la creación 
de nuevos organismos; lo digo sinceramente. Quizá se podría generar una unidad descentralizada a 
nivel de la Corte Electoral que, con los recursos humanos disponibles, pueda cumplir esa función de 
auditoría de los partidos políticos. En lo personal, además de senador, soy presidente del directorio del 
Partido Nacional y todos los años tengo que mandar el detalle de la financiación. Aclaro que durante 
los cinco años no tenemos financiación privada, aunque eso podría cambiar en algún momento. Digo 
esto porque los números están. La financiación de los partidos políticos proviene de la gente que ocupa 
cargos electivos o posiciones, en nuestro caso, en nombre del Partido Nacional; actualmente son 
pocos pero esperemos que en el futuro su número sea mayor y nos lleve a mejorar la recaudación. Lo 
cierto es que tenemos el financiamiento público y el financiamiento que sale de los legisladores y de los 
cargos de confianza. Esta situación es la que de alguna manera lleva a tener mucho cuidado. En lo 
personal, no tendría inconveniente alguno —estoy seguro que nadie lo tendría— en que una unidad 
ejecutora dentro de la Corte Electoral audite esos dineros, en función de esa reserva natural que debe 
existir. Es más, dentro de esa financiación debemos tener en cuenta a todos aquellos a quienes 
pagamos para que cumplan actividades político—partidarias; diría que hay mucha gente paga dentro de 
los partidos políticos, sin perjuicio de militancias de orden social que también son pagas. 
Lamentablemente este no es nuestro caso, aunque nos gustaría tener mayor presencia en algunos 


organismos o entidades de carácter social y corporativo que se financian por parte de los partidos 
políticos. De todas maneras, creemos que deberíamos regular este tema para que exista auditoría. 


Esto era cuanto quería decir con respecto a la financiación, asunto sobre el que consideramos 
de vital importancia avanzar. Soy partidario de que se genere un acuerdo —quizá no formalmente en 
esta comisión, o quizá sí- a efectos de llegar a un entendimiento y lograr mejorar en muchos de los 
aspectos que fueron mencionados por el doctor Chasquetti. 


Con respecto al tema de la publicidad en los medios, me gustaría trasmitirle al doctor 
Chasquetti una pregunta que nos han hecho. Si regulamos excesivamente los espacios en la 
televisión, topeándolos, va a haber un traslado de los recursos a otras áreas que no sean la televisión 
abierta, como pueden ser las redes sociales o la propaganda por Internet. Entonces, lo que nos dicen 
es: «Me regulás a mí, pero no vas a regular a mi competencia, que en materia de difusión de ideas 
pueden ser las redes sociales e Internet». Esos son los temas reales que tenemos por delante. Si 
regulamos —mi partido está dispuesto a discutir este asunto—, vamos a regular todo, porque nadie está 
haciendo esto contra determinado canal. Vamos a tratar de evitar que todo esto derive en un beneficio 
para los medios de comunicación que actúan a través del teléfono, que es lo que mira más la gente 
ahora. Cuando se regula la televisión abierta, ¿es factible regular internet? 


Esas son las grandes dudas que nosotros tenemos cuando ingresamos en estos temas. No 
me refiero a la financiación de los partidos políticos, que no hay dudas en que es un tema en el que 
tenemos que avanzar mucho. Es más, podemos y debemos hacerlo. Me pregunto qué sucede si 
regulamos la televisión. ¿Van a explotar las redes y no podemos regularlas? El dinero que queremos 
ahorrar a los partidos políticos, que no lo gastamos en los canales, ¿lo vamos a terminar gastando en 
Internet? 


Me gustaría escuchar algún comentario al respecto para pensar en voz alta, porque yo no 
tengo claro el tema. 


SEÑOR CHASQUETTI.- Todos pensamos en los canales de televisión abierta porque son los 
principales proveedores. Cuando uno mira dónde se gasta el dinero, ve que básicamente se gasta en 
los tres canales privados. También se gasta en la red del interior, pero ellos también están. 


Uno podría pensar que si aseguramos a los partidos que su principal gasto es gratuito, van a 
seguir gastando el dinero que le damos en otros medios. Esa es un poco la lógica y lo que yo digo es 
que es bastante complicado regular otros medios, porque no se puede. Así como es difícil regular a 
Uber, también lo es regular la publicidad. 


Recuerdo que en la campaña pasada estaba viendo un partido de la Copa Libertadores y 
aparecía publicidad de Pedro Bordaberry. Eso quiere decir que compró segundos en Fox. Eso tampoco 
lo podemos regular, porque es una compra en el exterior. 


Por tanto, me da la impresión de que lo que nosotros tenemos que garantizar a los partidos 
es la igualdad de competencia y que efectivamente puedan publicitar sus ideas, sus programas, sus 
candidatos. Ahora bien, para que puedan competir en igualdad y publicitar, tenemos que crear un 
marco regulatorio que no los empuje a seguir buscando dinero. El problema de fondo es ese, porque lo 
que hoy tenemos son cifras oscuras. Hoy lo único que sabemos es cuánto reciben por el 
financiamiento público; ni siquiera las declaraciones juradas son creíbles. Si comparamos lo que 
reciben por financiamiento público con la pauta de televisión, sabemos que prácticamente todo el 
dinero público se fue a la televisión. Es como un traspaso de dinero del Estado a los canales. Eso es lo 
que hoy sabemos. Sin embargo, las campañas son más complejas que la televisión; también hay 
publicidad en la vía pública, que es muy cara. En las campañas hay logística, estrados que colocar, 
pago a los militantes, distribución de listas —como recién lo explicó el señor senador Mieres— y un 
montón de costos adicionales que podrán ser menores pero costos al fin. ¿De dónde vienen esos 
costos? Vienen del financiamiento privado. No sabemos si el asunto para ahí, porque los partidos o los 
dirigentes políticos pueden seguir recaudando donaciones privadas y guardarse el dinero. ¿Se 
entiende? Entonces la zafra electoral pasa a ser otro asunto: una elección, pero también una 


oportunidad para hacer dinero para uno mismo. Nosotros no sabemos si eso hoy ocurre. En otros 
países sucede, por ejemplo en Chile. ¿Cuál fue el mayor problema de Chile? Que recaudaban más de 
lo que necesitaban para la campaña y los políticos se capitalizaban, por eso tenemos que controlarlos. 


Con respecto a la televisión, destaqué el caso de México que mencionó el señor senador 
Baráibar porque es como el camino del medio, una suerte de mecanismo donde no se castiga a los 
canales. De esta manera no habría problemas con Andebu y se generarían igualdad de oportunidades; 
por lo tanto se lograría el equilibrio. Para eso hay que encomendar el monopolio de la compra de 
publicidad a la Corte Electoral o al organismo que se decida y que luego se dirijan a gastar en la 
ventanilla que abre la Corte Electoral. Eso no está mal; sería como un punto de equilibrio. 


Regular Internet es imposible, solamente se puede hacer centralmente, habría que hacerlo 
desde Antel. Eso hace China, pero nosotros no vamos a hacer eso. Por lo tanto, hay que olvidarse de 
regular Internet; no se puede. Ahora, lo que sí se puede es regular el gasto principal a través de la 
ventanilla única. Tal vez haya que mirar bien la experiencia de Chile, Argentina y Brasil que han 
establecido estas franjas centrales y ver qué pasó con las publicidades alternativas. Creo que al ritmo 
que vamos, en el futuro Internet va a competir con los canales y al final los va a terminar venciendo. 
Los canales de televisión abierta van a dejar de ser importantes. Eso va a pasar de aquí a 15 o 20 
años, entonces lo que estemos legislando va a ser para mañana y no para pasado mañana. Me parece 
que hay que verlo de otra manera: pensemos en la igualdad y en la posibilidad de que todos puedan 
competir y publicitar sin necesidad de seguir aumentando la recaudación por medios privados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un placer haberlo recibido. 


SEÑOR CHASQUETTI.- Para mí es un honor realmente que me hayan invitado. Es más de lo que en 
algún momento podría haber imaginado, porque pare mí esto es un servicio; por lo tanto, estoy a las 
órdenes. 


(Se retira de Sala el doctor Chasquetti). 


SEÑOR MUJICA.- De aquí en adelante deberíamos hacer el esfuerzo para ver puntos concretos en los 
que podemos estar de acuerdo antes de hacer la redacción. Deberíamos dividir la temática en puntos 
—propaganda, control de las finanzas—, si no me temo que nos vamos a ir al verano. Además, quisiera 
incluir la defensa de los partidos en un doble sentido. Esta es una democracia de partido y como tal las 
posesiones que se logran corresponden al partido y como consecuencia a los sectores que están 
dentro del partido. 


Habría que discutir —lo planteo como una idea— sobre la posibilidad de que haya una autoridad 
colectiva, o sea, dos o tres personas declaradas en la alta corte que tengan la prerrogativa de 
establecer si Fulano de Tal, que fue electo por un lema y con una plataforma —que es obligatorio 
presentar—, cumple o no. Ese es un gran tema; y que quede bien claro que no estoy porque la 
representación es solamente individual. ¿O es posesión? Creo que es posesión del partido y de un 
determinado sector del partido. No digo que tengamos que definirlo hoy, pero sí tendríamos que pensar 
en eso. 


Por otra parte, está el tema de los funcionarios. Estas no son empresas de lucro, entonces 
no pueden estar sujetas a un funcionamiento y a un conjunto de obligaciones como lo están otro tipo 
de empresas porque, en realidad, lo que se contrata son personas de confianza —a quienes se les 
suele pagar- para que asuman una tarea del partido, pero lo hacen en términos de confianza. 
Entonces, no se les puede tratar con la misma vara laboral que a otra gente que trabaja en el Estado o 
que se desempeña en una empresa privada. Sencillamente, si fuera un trabajador equis, habría que 
acercarse al derecho laboral de las cooperativas, y me parece que hay que amparar a los partidos en 
ese sentido. 


Este tema tiene que ser discutido porque todos los partidos han tenido este tipo de 
problemas y van a seguir teniéndolos. No pueden plantearse estas situaciones porque se trata de 
personas a quienes se les encomienda cierta tarea pero que están allí por participación política, porque 


se les tiene confianza; en ningún partido se pone a trabajar a alguien a quien no se le tiene confianza, 
es decir, ya existe un vínculo antes de la contratación. También están los casos especiales, como lo es 
el reparto de listas, en los cuales me parece que habría que fijar criterios de trabajo voluntario o 
esporádico, o sea, darles un marco para evitar líos a los partidos políticos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás podríamos formar una subcomisión para poder trabajar concretamente 
en estos puntos, integrada con un miembro del Partido Colorado, uno del Partido Nacional —aclaro que 
ya me designé—, uno del Partido Independiente y dos del Frente Amplio. Sugiero reunirnos en estos 
días y ver si podemos avanzar en la discusión de estos puntos, sobre todo en lo que respecta a la 
financiación de los partidos políticos. 


SEÑOR MUJICA.- Creo que se podría pensar en una combinación económica entre el Tribunal de 
Cuentas y la Corte Electoral sin caer en un burocratismo que nos mate. 


SEÑOR PRESIDENTE.- He pensado en la posibilidad de aprovechar lo que ya existe para no generar 
más problemas. Más allá de eso, deberíamos nombrar delegados, por ejemplo, uno del Partido 
Colorado y dos del Frente Amplio, a los efectos de poder abarcar todas las opiniones y reunirnos para 
elaborar algo para traer a la comisión, porque no veo que haya interés en seguir concediendo 
audiencias. 


SEÑORA XAVIER.- Me parece importante la fecha del 22 de noviembre, para la que se confirma el 
seminario, como para que previamente decantemos algunas ideas y podamos participar en ese evento 
con intereses bien definidos desde el punto de vista de la comisión. En la medida en que vamos a estar 
con expertos internacionales, creo que ese seminario debería redituarnos en el sentido de aclararnos 
algunas de las dudas que tenemos en esta materia. 


SEÑOR MUJICA.- En lo personal, soy partidario de eliminar los gastos de televisión, aunque 
reconozco que debe haber una regulación con respecto a los informativos. Me parece que repartir esos 
tiempos resultaría una tarea imposible, que nos traería más problemas que posibilidades. 


SEÑORA XAVIER.- La bancada del Frente Amplio recibió una propuesta de puntos sobre los que 
ponerse de acuerdo para abordar futuras redacciones y lograr acuerdos para considerar en esta 
comisión. Pienso que si nos tomamos una semana para ajustar esos aspectos, enseguida podríamos 
coordinar una reunión de la subcomisión que vamos a formar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podemos tomarnos una semana, entonces, y posteriormente estaríamos 
reuniéndonos, en cualquier despacho y sin versión taquigráfica, a los efectos de trabajar con 
tranquilidad en este tema. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 16:26). 
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